
P"pillu" J" Po,o*¡
p*"nrolorio l" k -ll^¡r¡ot ""u^

Panamá, 14 de febrero de 201 l.
c-08-11.

Su Excelencia
Alberto Vallarino Clement
Ministro de Economía y Finanzas
E. S. D.

Señor ministro:

Tengo el agrado de dirigirme a usted con la finalidad de dar respuesta a su nota
102-01-494-DVMF, por la cual solicita a esta procuradurÍa su opinión en relación
corr la entidad competente para la práctica de avalúos institucionales para la
adquisición y disposición de bienes inmuebles públicos, e igualmente, sLbre la
institución con competencia para ¡¿alinar los avalúos para fines fiscales o
tributarios.

A objeto de poder dar respuesta a estas interogantes, resulta importante anotar
como pur¡.to de inicio de nuestro análisis juridico, que de acuerdo con lo que se
inñere del texto del numeral 13 del a¡ticulo ls9 de la constitución política de la
Repúbüca, relativo a la función legislaüva, la estructura de la administración
nacional será determinada mediante leyes aprobadas por la Asamblea Nacional, a
propuesta del Órgano Ejecutivo, destinádas a la creación de mlnisterios,
entidades autónomas y semiautónomas, empresas estatales y demás
establecimientos púbücos.

Añade la norma coastitucional, que mediante estas leyes se distribuhá entre las
entidades estatales las funciones y negocios propios de la Administración, con e1
propósito de asegurar y ga,onúzar Ia elicacia y eficiencia de las funciones
administraüvas; de ahí que sea factible concluir que las funciones que
corresponde ejercer a las instituciones derltro del ámbito de sus respectiias
competencia.: deben esta¡ contempladas en una ley forrrral oqredidá por el
Organo Legislativo.

Visto lo anterior, estimo necesario traer a colación el texto integro del artículo s4
de lra ley 22 de 27 de junio de 2OO6, que regula la Contratación pública, dentro de
cuyo marco se ubica el tema objeto de la p,rimera interrogante, el cual lee asi:
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"Articulo 54. Avalúo. Los bieres lnnuebles que el
Estado se gropoag¡ adqulrir o dlrponer mertts'ite
coml¡re o a¡¡ende'- Iento, deberán ser avaluados por
dos peritos, uno designado por el

v y otro, por la
(ieao¡al de la Repúbltca, para determinar su valor de
mercado.

En caso de perouta, se avaluarán e¡ 1¡ nl¡ma forma
el bien que se entrega y el que se recibe por razin de la
permuta. No se podrán pagar por los bienes sumas
mayores que el avalúo de los bienes y, en caso de
discrepancia entre ellos, del promedio de dichos valores.

En los casos de bienes ubicados en sedes diplomáticas o
consulares o en residencias del Estado para alojar
funcionarÍos se podrá, por intermeüo del Ministro de
Relaciones Exteriores solicita¡ avalúos, en el país de
origen, a una firma reconocida y calificada en dicha
materia. Estos avalúos finales deberán ser raüficados
por la Contraloría General de la República y por el
Ministerio de Economia y Finanzas.

En caso de semovientes y bienes consumibles, el
reglamento determinará el método para lijar su valor de
mercado." (resaltado nuestro).

Tal como está previsto en la norma que se cita, en cada oportunidad que el
Estado se proponga adquirir o disponer de un bien inmueble, ya sea mediante
compra, permuta o arrenda¡rriento, como poder deternlner su

eI bien será avaluado por dos peritos, uno de los cuales será
designado por el Ministerio de Economía y Finanzas, y otro por Ia Contraloría
General de la República.

, mediar¡te Ia ley 59 de 8 de octubre de 2010, se creó a propuesta
del órgano Ejecutivo la Autoridad Nacional de Administración de Tierras, que de
acuerdo con lo que disponen los articulos 1 y 6 de esta ley orgánica, constituye Iaúnica titula¡ y entidad estatal competen te para reguLar y asegurar el

El Ministerio de Economía y Finanzas de acuerdo con numeral s del literal D. del

"$*! 2 de la ley 97 de 1998, tiene entre una de sus funciones, la de
administrar, conservar y üglar todos los bienes que pertenecen a ta Repúbüca,
con. excepción de aquellos cuya administración esté atribuida por ley a otros
ministerios o entidades del sector descentralizado. Dentro del marct d.e sus
atribuciones, el numeral 6 del citado literal igu¡r'nente dispone que dicho
ministerio atenderá cualquier otro asunto que le sea expresamáte conferido en
virtud de la ley, decreto de gabinete o decreto ejecutivo.

fórnula para

cumplimiento y aplicación de las políticas, leyes y reglamentos en materia de
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tierras y demás bienes inmuebles, independientemen te de que sean de propiedad
privada o propiedad estatal, nacional o municipal, de uso o dominio público, o
bien tierras indígenas colectivas; y para recomenda¡ Ia adopción de politicaso

Por otra pa¡te, el artículo.3 del citado cuerpo legal integra e incorpora a la
Autoridad Nacional de Administración de Tierras toáas hs firnciones, pttestades
y _prerrogativas otorgadas. p91 l9v a la antigua Direei n General de 

-catastro 
g

Bienes Patrimaniales del Ministerio de Eanomía g Finantz.as, y a otras
dependencias estatáles, con excepción del Departamen6 de Bienes Fahmoniales
de ese ministerio, que quedará ldscrito legal y funcionalmente al mismo y
mantend¡á sus funciones, potestades y las prerrogativas existentes al momento
de la entrada en vigencia de la citada ley.

nacionales relativas a estas materias o bienes; lo mismo que en materia de
administración, custodia, reglamentación, adjudicación, avalúo, catastro,
reconocimiento de posesión, tramitación y titulación de todos los bienes
inmuebles objeto de esa ley.

En igual sentido se manifiesta el artículo 81 de la propia tey 59 de 2010, al
indicar que, con excepción hecha del de Bienes Patrimoniales, se
enüenden referidas a la nueva Autoridad todas las disposiciones relaüvas a las
funciones ejercidas, efltre otras dependencias oficiales, por la Dirección General
de Catastro y Bienes Patrimoniales del Ministerio de Economía y Finanzas.

competente para administraf , custodiar, reglamentar, adjudicar, avalua¡ y llevar
el censo y padrón estadistico de los bienes i¡rmuebles objeto de dicha ley, para lo
cual fueron traspasadas todas aquellas funciones que hasta el momento de su
entrada en ügencia cumplían la Dirección General de Catastro y Bienes
Patrimoniales del Ministerio de Econornía y Finanzas, lo rinismo que otras
entidades públicas, es importante no perder de vista que el Capitulo III del TítuloIII de la citada ley, que incluye los artículos 4O,41 y 42, al señalar de manera
específica cuáles son los avalúos que Ia institución debe ¡¿a1izs¡ dentro de las
funciones propias de su competencia, se refiere de manera concreta a los
generales, parciales y específicos regulados por el Código Fiscal en el Capítulo II
del Titulo II, los cuales corresponden al avalúo hecho para el cáculo del Impuesto
de Inmueble; {inalidad disünta a la de aquellos que constituyen el objeto del
artículo 54 de la ley Sobre Contrataciones Públicas que, como ya hemos visto,
están destinados a determinar el valor de mercado de los bienes inmuebles que el
Estado desee enaJeaar ncdlatrte vente,

Es precisamente dentro de este contexto que se genera la pregunta que se plantea
en relación con la entidad ssrñpetent€ para la piáctica di aváúos instituáonales
para los fines previstos en el a¡tículo 22 de laley sobre contrataciones púbücas y
para cuya absolución se hace imprescindible recurrir al estudio de las funciones
especíñcas que en esta materia se confieren a la Autoridad Nacional de
Administración de Tierras. Vearnos.

si bien la ley 59 de 2o10 crea esta Autoridad como la única entidad estatal

arendar o dar ea arrendamle¡to
coñprar, pctautar, o slmplemeate
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ftoducto de lo expuesto, puede concluirse que la autoridad compete para
,rcfectuar el avalúo cuya realización ordena la mencionada ley 22 de 2006 es el
Ministerio de Economia y Fina¡rzas y no otra entidad estatal.

Ea lo que concierne a su segu.nda interrogante, relaüva a la identificación de la
institución que goza de competencia para realizar los avalúos para Iines fiscales o
tributarios, estimo que tal tema debe ser analizado a la luz de lo que disponen los
ya mencionados artículios 40 y 42 de la mencionada ley s9 de 2J01o, cuyo texto
citamos a continuación para una mejor comprensión del tema:

"Artículo 40: La Autoridad será la institución con
competencia de reati".ar los avalúos para fines del
levantamiento del catastro inmobiliario para efectos
de la titulación. l,a Autoridad tendrá la obligación de
proveer la base de datos de catastro-registro y avalúos
de los bienes inmuebles a la Dirección General de
lngresos para los fines fiscales.,

sin embargo, no resulta posible conclui¡ de igual manera en lo que concierne a
los avalúos generales, parciales y especiñcos dá inmuebles qrre .pi"."., inscritos
en el Registro Público, materia contenida en el artículo +Z atiao, puesto que,
conforme puede inferirse {e s¡r lecn¡ra, ta competencia que el'iegislador le
atribuye a la Autoridad Nacional de Administración de Tierras en lo qrie respecta
a la reaJización de estos avalúos, está sujeta a una condición suspensiü, es
deci¡, al hecho que el Ministerio de Economía y Finanzas "luga animtnado- elproceso de actualización de los valores cata§trales de 10s inmuebles que se
localicen en el territorio nacional y que hayan sido objeto de valorización ai
momeato en que entró a regir l,a ley 59 de 2010; lo que permite concluir, que tal

"Artículo 42: I'as avalúos generales, parciales y
específicos de bienes inmuebles inscritos en él
Registro Público de Panamá le corresponderá a la
Autoridad, una vez que el Ministerio de Economía y
Finanzas ha¡ra culolnado el proceso de actualización
de valores catastrales de los inmuebles localizados en
la República de Panamá, valorizados a la fecha de
entrada en vigencia de esta lÉy." (lo destacado es
nuestro).

El primero de los textos legales no mantiene mayores problemas sobre su
interpretación, puesto el mismo resulta cla¡o en cuanto a lá identiñcación de la
Autoridad Nacional de Administración de Tierras como la enüdad legalmente
9omp€tente para realizar avalúos destinados ¿l lsvanfemisnto del latastro
inmobiliario, para fines de titulación. El sentido literal de dicha norma ñ;;o
arroja mayor duda en 1o que atañe a la obligación que recae sobre la Autoridád enel sentido de proveer a la Dirección General de Ingresos la base de datos
catastrales contentiva del registro y avalúos de inmuebles realizados para fines
fiscales.
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Producto de lo expuesto, puede concluirse que la autoridad compete para
efectuar el avalúo cuya realización ordena la mencionada ley 22 de Cooo és et
Ministerio de Economía y Finanzas y no otra entidad estatal.

En lo que concierne a su segunda interrogante, relativa a la identificación de la
institución que goza de competencia para realizar los avalúos para fines fiscales o
tributarios, estimo que tal tema debe ser analizado a Ia luz de lo que disponen los
ya mencionados articulos 4O y 42 de la mencionada ley 59 de ,0f O, cuyo texto
citamos a continuación para una mejor comprensién del tema:

"Artículo 40: La Autoridad será la institución con
competencia de realiza¡ los avalúos para fnes del
levantamien to del catastro inmobüa¡io para efectos
de la titulación. La Autoridad tendrá la obliga.ción de
proveer la base de datos de y avalúos
de los bienes inmuebles a la
Ingresos para los fines fiscales."

Dirección General de

"Artículo 42: Los avalúos generales, parciales y
especificos de bienes inmuebles inscritos en Cl
Regist¡o Público de Panamá le corresponderá a la
Autoridad, una vez que el Ministerio de Economia y
Fina¡zas haya culnlnedo el proceso ¿6 ¿sf¡aliz.ación
de valores catastrales de los inmuebles localizados en
la República de Panamá, valorizados a la fecha de
entrada en vigenoa de esta Iey." (1o destacado es
nuestro).

El primero de los textos legales no mantiene nayores problemas sobre su
interpretación, puesto el mismo resulta cla¡o en cuanto a lá identificación de la
Autoridad Nacional de Administración de Tierras como Ia entidad legalmente
competente para realizar avalúos destinados al levantamiento del catast¡o
inmobiliario, para fines de titulación. El sentido literal de dicha norma tampoco
a:roja mayor duda en lo que atañe a la obügación que recae sobre la Autoridad enel senüdo de proveer a la Dirección General de Ingresos La base de datos
catastrales contentiva del registro y avalúos de inmuebles rearizados para fines
ñscales,

sin emaargo, no resulta posible concluir de iguat manera en lo que concierne a
los ayalúos generales, parciales y especíñcos dé inmuebles que 

"páre""r, 
inscritos

en el Registro Público, materia contenida en el articulo +á aá¿o, puesto que,
conJorme puede inferirse de su lectura, la competencia que el legisladoi le
atribuye a la Autoridad Nacional de Administración de Tierrai en lo qule respecta
a la realización de estos avalúos, está sqjeta a una condición 

"uup"rr"irr", "sdecir, al hecho que el Ministerio de Economía y Finanzas "ttrya atúntno.drf et
proceso de actuarización de los valores catastrales de los inmuebles que se
localicen en el territorio nacional y que hayan sido objeto de valorización aI
momento en que entró a regir la ley 59 de 2010; lo que perrnite concluir, que tal
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responsabilidad sólo podrá transferirse a tra Autoridad u¡ra vez se haya dado por
concluido este proceso de actualización.

Hago.propicia la ocasión para reiterarle los sentimientos de mi consideración y
apreoo,

Atentamente,

Procurador de la Administración

OClau.
*
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